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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de febrero del año 2016 dos mil dieciséis. 
V I S T O para resolver el expediente número 629/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL y DE LA DIRECTORA GENERAL DE GESTIÓN, ADMINISTRACIÓN Y ENLACE GUBERNAMENTAL de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el oficio …, suscrito por la … Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, en suplencia por ausencia del Tesorero Municipal; y, la existencia del acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original del oficio, probanza que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del citado artículo 261, en virtud de que el actor se enteró del acto impugnado desde el 15 quince de septiembre del año 2014 dos mil catorce, según se desprende de la propia demanda y es absurdo que pretenda presentarla en contra de actos llevados a cabo desde las fechas indicadas en las mismas constancias aportadas con el escrito inicial, pues ha trascurrido en exceso el término para interponer la demanda, plazo que venció el día 29 veintinueve de octubre y ésta se presentó hasta el 29 veintinueve de noviembre del 2014 dos mi catorce; y, en la ampliación de la demanda el actor alega en lo toral que se hizo sabedor del acto en la fecha expresada en su escrito inicial, sin que la demandada haya probado lo contrario, esto es, haber tenido conocimiento en fecha distinta a la que manifestó bajo protesta de decir verdad. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en virtud de que es cierto que el párrafo primero del artículo 263 días del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que el plazo para presentar la demanda de nulidad es de 30 treinta días hábiles, computados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación practicada al quejoso del acto impugnado, o a aquel en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución; pero también lo es que el inicio del plazo de 30 treinta días para presentar la demanda de nulidad, depende del supuesto que se actualice: el primero se da, en aquellos casos en que exista una notificación formal al quejoso del acto impugnado, el plazo para presentar la demanda correrá al día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación; el segundo se da, cuando el justiciable se ostenta sabedor del contenido del acto combatido o de su ejecución y el término inicia a contarse a partir de día siguiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es el caso que la situación del justiciable encuadra en el primer supuesto, pues en el segundo hecho de la demanda expresa bajo protesta de decir verdad que el 15 quince de septiembre del año 214 dos mil catorce, tuvo conocimiento de la resolución que obra en el oficio … y que no le fue entregada constancia de notificación alguna, de modo que entre el día 15 quince de septiembre y el 29 veintinueve de octubre del año 2014 dos mil catorce, median 30 treinta días hábiles, por lo cual la demanda fue presentada el último día hábil del término señalado en el primer párrafo del artículo 263 del Código de Procedimiento y justica Administrativa aludido; siendo lo anterior así, sobre el particular cabe precisar que la entrega del documento hace las veces de notificación, ello en razón de que, la notificación bajo cualquier modalidad es el instrumento jurídico que tiene la autoridad administrativa para dar a conocer al destinatario el contenido del acto o resolución administrativa, según lo estipulado por el artículo 41, último acápite, en relación con el artículo 263, primer acápite, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de esta manera, la entrega del documento en el que consta el acto impugnado hace las veces de una notificación, al respecto resulta ilustrativo el Criterio sostenido por la Segunda Sala del Tribunal de lo contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, consultable en la página 93 noventa y tres de la obra denominada Criterios emitidos durante el periodo 2000-2006, editada por el Honorable Pleno del citado Tribunal y en la página de internet tcagto.gob.mx, Información de valor, Criterios del Tribunal, bajo el siguiente robro: “NOTIFICACIÓN. LA ENTREGA DEL ACTO O RESOLUCIÓN POR LA AUTORIDAD, HACE LAS VECES DE UNA. Notificar es dar a conocer el acto administrativo a su destinatario, por lo que, conforme a lo previsto por el artículo 64 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, se actualiza el supuesto de notificación siempre que una autoridad entregue el acto impugnado al particular, independientemente de que en la demanda éste haya manifestado que tuvo conocimiento del acto impugnado.” Exp. 8.250/06. Sentencia de fecha 19 de octubre de 2006. Actor: Juan Ruiz Pérez, representante legal de la “Unión de concesionarios y trabajadores del autotransporte público en general del Estado Siete Luminarias, A. C.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, en la especie se parte de la premisa que el día 15 quince de septiembre del año 2014 dos mil catorce, la autoridad fiscal entregó a la parte actora el oficio impugnado, por ende, esa entrega hace las veces de una notificación, la que surte sus efectos el miércoles 17 diecisiete de mismo mes y año, por lo que el término empieza a correr a partir del jueves 18 dieciocho -día 01 uno-, continuando el viernes 19 diecinueve -día 02 dos-, lunes 22 veintidós -día 03 tres-, martes 23 veintitrés -día 04 cuatro-, miércoles 24 veinticuatro  -día 05 cinco-,  jueves 25 veinticinco -día 06 seis, viernes 26 veintiséis -día 07 siete-, lunes 29 veintinueve -día 08 ocho-, martes 30 treinta -día 09 nueve- del mes de septiembre; y continua miércoles 1° primero -día 10 diez-,  jueves 02 dos -día 11 once-, viernes 03 tres -día 12 doce-, lunes 06 seis -día 13 trece-, martes 07 siete -día 14 catorce-, miércoles 08 ocho -día 15-, jueves 09 nueve -día 16 dieciséis-, viernes 10 diez -día 17 diecisiete-, lunes 13 trece -día 18 dieciocho-, martes 14 catorce -día 19 diecinueve-, miércoles 15 quince -día 20 veinte-, jueves 16 dieciséis -día 21 veintiuno-, viernes 17 diecisiete -día 22 veintidós-, lunes 20 veinte -día 23 veintitrés- martes 21 veintiuno -día 24 veinticuatro-, miércoles 22 veintidós -día 25 veinticinco-,  jueves  23 veintitrés -día 26 veintiséis-,  viernes 24 veinticuatro -día 27 veintisiete-,  lunes 27 veintisiete -día 28 veintiocho-,  martes  28 veintiocho -día 29 veintinueve- y miércoles 29 veintinueve -día 30 treinta-, del mes de octubre, ambos meses del año 2014 dos mil catorce; dejando de computar por ser inhábiles: El martes 16 dieciséis -conmemoración del día de la Independencia de México-, miércoles 17 diecisiete -por surtir efectos la notificación-, sábado 20 veinte, domingo 21 veintiuno, sábado 27 veintisiete y domingo 28 veintiocho de septiembre; así como el sábado 04 cuatro, domingo 05 cinco, sábado 11 once, domingo 12 doce, sábado 18 dieciocho, domingo 19 diecinueve, sábado 25 veinticinco y domingo 26 veintiséis, todos del mes de octubre del año 2014 dos mil catorce, por tanto, la demanda se tiene por presentada el último día hábil del plazo legal contemplado en el primer párrafo del artículo 263 del pluricitado Código de Procedimiento y justica Administrativa. . . . . . .
Asimismo, las autoridades señalan que el juicio se debe sobreseer, pues la autoridad aplicó el cobro de derechos de alumbrado público de acuerdo a la aplicación de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal 2014 dos mil catorce, el cual inició el 1° primero de enero y concluyó el 31 treinta y uno de diciembre del año de 2014 dos mil catorce, por lo que la aplicación de la ley no le causa ningún agravio al quejoso; y, considerando el sentido de este argumento se analiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque no se afecta el interés jurídico del justiciable. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en razón de que el acto impugnado si trasciende a la esfera jurídica del actor, por la razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la improcedencia de estas causales y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda y su ampliación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda aduce en lo esencial que la resolución impugnada vulnera en su perjuicio las garantías de legalidad y seguridad jurídica tuteladas por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con el 137, fracciones I, V y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato [los trascribe]; que la resolución impugnada fue resuelta por la Dirección General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, sin estar facultada para ello, sin especificar o justificar el por qué de su actuar, lo que lo deja en incertidumbre jurídica, ya que los actos deben ser resueltos por la autoridad competente; que en ninguna parte de la resolución impugnada señala la competencia de quien emite la resolución; en la parte final del acto impugnado se señala el artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que la Directora General de General de Gestión Administración y Enlace Gubernamental, por lo que dicho fundamento es inaplicable, carece de motivación y congruencia en fundamentación, en el sentido de que dicho precepto alude a licencias a cubrir por quien designe el presidente municipal, sin acreditar tal supuesto, esto es, la designación del presidente municipal, mediante un acto de administración que lo faculta para ello, sin embargo no lo acredita; de la simple lectura del acto impugnado se advierte que la autoridad omite fundar y motivar el ejercicio de su competencia en el texto del mismo acto de molestia vulnerando con ello en su perjuicio lo establecido por el artículo 16 Constitucional,  dejándolo en estado de indefensión, para examinar si la actuación de la autoridad se encuentra dentro del ámbito competencial respectivo, esto constatar sus facultades para emitir el acto que reclama. Por su parte, las autoridades  en la contestación de la demanda alegan en lo esencial que el documento que pretende impugnar se encuentra debidamente fundado y motivado expresando para ello los artículos aplicables al caso concreto como lo es la facultad consagrada en el artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, a la Dirección General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, el artículo 8 Constitucional, 4 de la citada Ley Orgánica, 35, 36 y 58 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, 228 H, 228 I, 228 J y 228 l de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que tanto la doctrina como la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han definido la competencia como el conjunto de facultades que la Ley o Reglamento, le confiere a un órgano administrativo, para realizar legítimamente determinadas funciones o emitir actos administrativos; y, en segundo lugar, cabe mencionar que en congruencia con lo anterior, la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada en el acto impugnado, debe fundarla en derecho; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para emitir el acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la competencia es la aptitud de obrar de la autoridad administrativa y ésta puede transmitirla a través de la delegación cuando expresamente el Ordenamiento Legal lo permita, pero además tenemos la suplencia, la que consiste en sustituir de manera temporal al titular de la Dependencia -Órgano Administrativo- que se encuentra ausente; sobre el particular es importante hacer notar que en la suplencia por ausencia temporal no existe propiamente una transferencia o delegación de facultades, pues sólo implica una eventual sustitución del titular de la Dependencia, por encontrarse ausente de la sede u oficina; de este modo, la suplencia es una figura jurídica creada en el  artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en aras de la buena marcha de la Administración Pública Municipal y con la finalidad de que el ejercicio de la función administrativa sea de manera continua, sin interrupción de la función pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el anterior contexto, cuando la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, actuó en suplencia del Tesorero Municipal, conforme a lo estipulado en el artículo 58 de la citada Ley Orgánica Municipal, asumió las facultades, en razón de la ausencia temporal del titular de la Tesorería Municipal y el tenor de dicho numeral es el siguiente: “Artículo 58.- Las faltas por licencia de más de dos meses de los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, serán cubiertas por quien designe el Ayuntamiento. Las faltas por licencia hasta de dos meses serán cubiertas por quien designe el presidente municipal.”. Conforme a lo asentado en este precepto la suplencia por licencia de los titulares de las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal, se da en dos supuestos, de acuerdo a la duración del plazo: a).- En las licencias de hasta dos meses; y, b).- En licencias de más de dos meses. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, en el acto impugnado consistente en oficio …, al final establece: “Firma …, Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, designado por la C. Presidenta Municipal para suplir la ausencia del C. Tesorero Municipal de conformidad con el artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato” (sic); y analizando minuciosamente el contenido del acto impugnado, se advierte que no se especifica en el mismo, cuál de los dos supuestos se actualiza, pues se desconoce la duración de la licencia del Tesorero Municipal, ya que se omite expresar si fue de hasta dos meses o de más de dos meses. Ello es necesario mencionarlo debido a que cuando la licencia del Tesorero Municipal es de hasta dos meses, la suplente debe ser designada por el Presidente Municipal y cuando es de más de dos meses, la designación es a cargo de Ayuntamiento. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esas condiciones, en el acto combatido se debe fundar el ejercicio de la competencia que le es propia a cada una de las autoridades; en cuanto al ausente, debe expresarse el o los preceptos jurídicos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que regulan su actuación para dictar el acto, y respecto a la suplente, se deben invocar la o las disposiciones de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que al Presidente Municipal, o bien, al Ayuntamiento le otorgan la atribución para designar a la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental a efecto de suplir al Tesorero Municipal -funcionario ausente-; así tenemos que si bien, en principio, es a la autoridad suplida a quien jurídicamente se le puede imputar la competencia para llevar a cabo el cobro de los derechos fiscales que consisten en el acto emitido por la funcionaria que la suplió, de ahí que es menester justificar la competencia de la referida Directora, por el hecho de que actuó en nombre y en ejercicio de la competencia del Tesorero Municipal, por esta razón en el presente proceso, se debe justificar la competencia de cada una de esta autoridades y por ello ambas fueron llamadas como demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior, cabe destacar que el acto tildado de ilegal, se encuentra insuficientemente fundado, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por un lado, valga repetir lo apuntado en supralíneas, en el sentido de que el  artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé reglas distintas para la designación del suplente, pues se colige la existencia de dos hipótesis en cuanto a la autoridad facultada para la designación del suplente, de acuerdo al periodo de la ausencia del órgano administrativo a suplir: conforme a la primera regla, reflejada en el caso concreto, tenemos que cuando la ausencia temporal del Tesorero Municipal no exceda de dos meses, es el Presidente Municipal quien tiene la atribución para designar a la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental o a otro funcionario púbico, a fin de suplir en forma temporal al Tesorero Municipal; y, conforme a la segunda regla tenemos que cuando esa ausencia exceda de dos meses, el nombramiento del funcionario suplente es atribución del Ayuntamiento. De esta manera, la Directora General señalada como autoridad demandada en el texto del oficio a debate se limitó a invocar como fundamento legal de su competencia, el artículo 58 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que le otorga al Presidente Municipal la atribución para designar a la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental a fin de suplir la ausencia temporal del Tesorero Municipal, es decir, para actuar en nombre y en ejercicio de la competencia del Tesorero Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado, la autoridad fiscal demandada omitió expresar los preceptos en los que tiene su origen la competencia del Tesorero Municipal, como lo son las artículos 130 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, 15, inciso c), 23 y 24  de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y el artículo 44 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo expuesto es de esta manera, en razón de que la suplencia por ausencia temporal no es una transferencia o delegación de facultades, puesto que sólo implica una eventual sustitución del Tesorero Municipal, por parte de la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, quien asume temporalmente el ejercicio de las facultades de aquél, al encontrarse ausente; de ese modo, es el caso que las omisiones expresadas en los dos párrafos que anteceden no permiten a la parte justiciable saber en cuál de las dos hipótesis legales se ubica la suplencia de la autoridad, a fin de que el justiciable esté en aptitud de constatar si el acto impugnado se encuentra suficientemente motivado y fundado respecto de la competencia, y en su caso, si afecta o no su esfera de derechos. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto a competencia de la autoridad suplida resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, del Primer Circuito, en la Tesis, Número Registro: 177,699. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, agosto de 2005. Tesis: I.8o.A.63 A. Página: 1822, bajo el siguiente rubro: “AUTORIDADES DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. CUANDO ACTÚAN EN SUPLENCIA ES INNECESARIO SEÑALAR EN EL ACTO DE MOLESTIA QUE ES POR AUSENCIA. El artículo 10 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintidós de marzo de dos mil uno, contiene un sistema de dos tipos de suplencia de los funcionarios que integran dicho órgano desconcentrado, a saber: 1) una suplencia para intervenir en controversias constitucionales, juicios de amparo y acciones de inconstitucionalidad o, en general, en cualquier otro procedimiento jurisdiccional, en representación del funcionario suplido; y, 2) una suplencia por virtud de la cual se autoriza el ejercicio de facultades para emitir cualquier acto administrativo que sea de la competencia de la autoridad a quien se suple. Así, tratándose de los administradores generales, el párrafo quinto del ordenamiento en comento establece que éstos serán suplidos, indistintamente, por los administradores centrales que de ellos dependan, sin hacer aclaración alguna en el sentido de que será únicamente respecto de procedimientos de orden jurisdiccional o para dictar actos administrativos de manera específica, como sucede en el párrafo primero de tal numeral, que se refiere en específico a la suplencia de carácter procesal; por ende, la suplencia otorgada a los administradores centrales respecto de las facultades para emitir cualquier acto administrativo comprendido dentro de la competencia de los administradores generales, no es exclusiva para efectos de representarlos en un juicio determinado. En este sentido, el referido numeral no regula únicamente la suplencia de las autoridades fiscales para intervenir en los procedimientos jurisdiccionales, sino también prevé la suplencia para emitir cualquier acto administrativo, como sucede en las suplencias de los administradores generales, en las que no se impuso expresamente que los administradores centrales pudieran suplir sólo en supuestos particulares, atendiendo de manera concreta al principio de derecho que señala que donde la ley no distingue, no debe distinguirse. En esos términos, el precepto objeto de análisis prevé expresamente un sistema de suplencia por ausencia del titular, al disponer que los demás servidores serán suplidos en sus ausencias por los inmediatos inferiores que de ellos dependan, lo que significa que no regula otra especie de suplencia como es por impedimento o porque esté vacante la plaza del funcionario; situación particular que permite colegir que la cita de una disposición jurídica de forma general, cuando ésta confiere varios supuestos en cuanto a las suplencias de las autoridades, no podría dar lugar a considerar suficientemente fundada la competencia del funcionario, ya que se traduciría en que el afectado desconociera en cuál de esas hipótesis legales se ubica la suplencia de la autoridad con la finalidad de constatar si se encuentra ajustada a derecho; en cambio, si la disposición aplicada establece un solo sistema de suplencia no será necesario que se establezca que fue por la ausencia del titular, impedimento u otras causas, en virtud de que en estos supuestos, basta que en el documento se diga que actúa por suplencia, sin particularizar, y la cita del precepto que así lo establezca, para estimar satisfechas las exigencias relativas a que la autoridad tiene la obligación de señalar en el documento correspondiente el carácter con el que lo suscribe y la disposición legal específica que lo faculta dentro del ámbito administrativo para dictar el acto de molestia”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto combatido se encuentra insuficientemente fundado y motivado, por consiguiente, carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio de naturaleza formal que trae consigo la actualización de la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 302 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, el acto fiscal combatido resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte justiciable, violándose en su perjuicio el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación, tutelado por los artículos 137, fracción VI, del mismo Código y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declarar la nulidad del Oficio …, suscrito por la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, en suplencia por ausencia del Tesorero Municipal de León, Guanajuato, dirigido al actor, a través del cual le niega la cancelación del cobro por concepto del derecho de alumbrado público del año 2014 dos mil catorce, indicándole además que su objeto es porque se presta en las calles, plazas, jardines y todos aquellos lugares de uso común, así como la obligación de cubrir la referida contribución; y, al existir una petición que formula por el actor al Tesorero Municipal, dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad fiscal competente emita otro acto subsanando los vicios formales indicados en este fallo, esto es, se deberán indicar en el nuevo acto los artículos de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, que le conceden a la autoridad atribuciones para emitirlo, además que éste cumpla con los elementos y requisitos de validez exigidos por los artículos 137 y 138 el multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el siguiente rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio del segundo concepto de impugnación de la demanda, toda vez que de proceder éste en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado que consisten en oficio …, suscrito por la Directora General de Gestión, Administración y Enlace Gubernamental, en suplencia por ausencia del Tesorero Municipal de León, Guanajuato, dirigido al actor; dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad fiscal competente emita otro acto subsanando el vicio formal indicado en este fallo, cumpliendo además con los elementos y requisitos de validez exigidos por los artículos 137 y 138 el multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, … el … Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la … Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
